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Al cierre de marzo dichos com-
promisos representan cerca de 521 
mil millones de pesos (mdp), 4.4% 
más que en el mismo periodo del año 
anterior.

Al detalle los gobiernos más en-
deudados como porcentaje del PIB 
son Chihuahua, QRoo, Coahuila, 
Chiapas y Nayarit. Sin embargo, quie-
nes incrementaron en mayor medida 
sus pasivos fueron Campeche con 
un aumento del 47%, Oaxaca, 24% y 
Edomex, 19%.

En ese contexto desde 2015 se 
aprobó la Ley de Disciplina Financie-
ra para Estados y Municipios, misma 
que busca transparentar las cuentas 
de las entidades y poner orden al in-
justificado dispendio. 

De igual forma se estableció tam-
bién un semáforo para conocer el 
estado de salud financiera de cada 

Barril sin fondo… Uno de los principales boquetes para 
las finanzas públicas es la deuda de estados y muni-
cipios, la cual ya representa el 2.6% del PIB nacional. 
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Persiste indisciplina fiscal en estados y laxo sistema de alertas 
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Malas prácticas de administración presionan su liquidez 

Moody’s advierte que estados 
y municipios ocultan deudas
• Por Eduardo Venegas
eduardo.venegas@razon.com.mx

Los estados y municipios del país 
divulgan de manera deficiente 
sus obligaciones de deuda, lo 
que refleja débiles prácticas de 

administración que pueden presionar 
su desempeño financiero y liquidez, de 
acuerdo con la calificadora Moody’s In-
vestors Service.

La calificadora internacional recordó 
que desde 2009 se implementa en Méxi-
co la Ley de Contabilidad Gubernamental 
y desde 2016 la Ley de Disciplina Finan-
ciera de las Entidades Federativas y los 
Municipios. Con ello, los requerimientos 
de contabilidad y transparencia de la deu-
da estatal y municipal se fortalecieron, y 
requieren que los gobiernos locales y re-
gionales (RLG por sus siglas en inglés) re-
porten todas sus obligaciones de deuda, 
así como estados financieros completos. 

De acuerdo con la agencia, no todos los 
gobiernos locales y estatales están cum-
pliendo las nuevas reglas, especialmente 
las relacionadas con la deuda de corto pla-
zo, la cual es más riesgosa. 

Estas prácticas inconsistentes de di-
vulgación de información, así como los 
deficientes controles internos y la falta 
de planeación, indican que las prácticas 
de gobierno de las entidades sí han mejo-
rado, pero permanecen débiles en varios 
aspectos y continúan presionando el des-

LA AGENCIA acusa que continúa la falta de planeación y los 
débiles controles internos; el retraso de envío de recursos a 
alcaldías provocará a largo plazo malas calificaciones a éstas 

entidad y su capacidad para adquirir 
mayor financiamiento… 

Menudo relajito… A 4 años de la en-
trada en vigor de dichos mecanismos 
persisten enormes lagunas para su 
implementación y control.  

Roxana Muñoz, especialista de la 
calificadora Moody’s, hace ver que el 
principal problema son las deficien-
cias para revelar la deuda de corto 
plazo. Para muestra un botón. Mi-
choacán omitió reportar préstamos 
inmediatos equivalentes al 30% de 
su deuda.

De igual forma algunos munici-
pios, como el de Hermosillo, no com-
probaron en su totalidad el destino 
de contratos a largo plazo. 

Por si fuera poco algunos pasivos, 
como impuestos por pagar o contri-
buciones a los sistemas de pensiones, 

se mantienen en las sombras, lo que 
abona a las presiones de liquidez de-
rivadas de la austeridad. 

Muñoz apunta que el Gobierno 
federal tiene el derecho de descontar 
dichos pasivos de forma automática 
de las participaciones que se otorgan 
cada año, situación que a la larga po-
dría dejar auténticamente descobija-
dos a los gobiernos estatales…

Es muy barco… Sin embargo, más 
allá de la clara opacidad, a la fecha 
ninguna entidad se encuentra en 
semáforo rojo y apenas 7 están bajo 
el foco amarillo, es decir, que los 
otros 25 gobiernos cuentan con carta 
blanca para adquirir mayor deuda, 
un diagnóstico que a todas luces es 
incorrecto.

Sobra decir que las reglas sobre las 
que se desarrolló este sistema de aler-
tas fueron demasiado laxas.

Si bien obliga a los estados a pre-
sentar sus resultados financieros del 
último lustro, así como proyecciones 
para los próximos 5 años, estudios 
actuariales, la información sobre 

pensiones y el fondo de desastres na-
turales, no se exige que los mismos 
sean auditados por parte de terceros 
independientes. 

Así que persiste el desorden y la 
indisciplina fiscal…

CELEBRA BIVA PRIMER  
AÑO DE VIDA

Mañana jueves 25 de julio… se 
cumple un año de la puesta en mar-
cha de la Bolsa Institucional de Va-
lores (BIVA), que preside Santiago 
Urquiza y dirige María Ariza.

El nacimiento de esa institución 
fue resultado del esfuerzo que por 
más de 2 años y 9 meses realizaron 
su cuerpo directivo y autoridades 
para dar luz a una segunda opción 
bursátil en el país.

Hoy a 12 meses de su debut BIVA 
ya opera 237 emisoras, los títulos del 
SIC y ha colocado 28 emisiones de 
deuda (bonos, CKDs y CERPIS) que 
representan un financiamiento total 
por 50 mil millones de pesos. Nada 
mal…

empeño financiero y la liquidez.
La agencia señaló además que la ejecu-

ción de las transferencias etiquetadas ha 
mejorado, pero continúa siendo incon-
sistente, ya que el promedio del índice 
de desempeño reportado por la Auditoría 
Superior de la Federación (ASF), que mide 
si los estados gastan de manera apropiada 
estas transferencias, fue de 86.5 por cien-
to en 2017, lo cual significa que tienen que 

proveer una explicación o regresar a la fe-
deración 13.5 por ciento de esos recursos.

Si bien muestra una mejora en años re-
cientes, este indicador no llega al 100 por 
ciento todavía debido a controles internos 
deficientes y la falta de planeación, lo cual 
puede resultar en presiones de liquidez y 
limitar los perfiles crediticios.

La calificadora de riesgo crediticio 
también señaló que algunos estados 

están retrasando las transferencias a los 
municipios, lo cual puede generar que 
se traspasen los efectos negativos. Los 
estados, por Ley, deben de transferir a los 
municipios al menos 20 por ciento de las 
participaciones que reciben, las cuales se 
distribuyen de acuerdo con una fórmula y 
a un calendario.

Moody’s detalla que por ejemplo, Mi-
choacán no reportó nueve préstamos 
de corto plazo por 6 mil 482 millones de 
pesos (30 por ciento del total de la deuda 
reportada o 9 por ciento de los ingresos 
totales) ni en sus estados financieros de 
2017 ni en el Registro Público Único y el 
estado no pudo comprobar el uso de los 
recursos obtenidos de los créditos de cor-
to plazo por 10 mil 227 millones de pesos, 
de acuerdo con la auditoría. 

Otro caso fue Baja California, quien 
reportó deuda por 11 mil 846 millones de 
pesos, mientras que el monto auditado 
fue por 12 mil 648 millones de pesos. El 
Estado de México reportó deuda de largo 
plazo equivalente a 38 mil 300 millones 
de pesos, mientras que el monto auditado 
fue de 39 mil 200 millones de pesos. 

Asimismo, la Ciudad de México reportó 
diferencias por 2 mil 630 millones de pe-
sos entre sus estados financieros y el re-
gistro público de deuda. Adicionalmente, 
el municipio de Hermosillo no pudo com-
probar el uso de 150 millones de pesos de 
la deuda de largo plazo que contrató por 
681.2 millones de pesos.

Coahuila y Baja California Sur son los que menos distribuyen  correctamente los recursos.
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Se incrementó 
86.5% en 2017, 

desde 65% en 2013.
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